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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 20 de diciembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Soria, Roncoroni, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 89.238, "Servetto, Omar contra Autolatina S.A. y otro. Cobro de pesos".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro revocó parcialmente la sentencia de fs. 1751/1766 y 1772 y, en consecuencia, hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios impetrada, condenando a la demandada a abonar a la actora la suma que indica, con más los gastos que se determinen en la etapa de liquidación, más los intereses.


Se interpuso, por la actora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


1. En lo que interesa destacar, dado el alcance del recurso traído, la Cámara a quo revocó parcialmente la sentencia de fs. 1751/1766 y 1772 y, en consecuencia, hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios impetrada, condenando a la demandada a abonar a la actora la suma que indica.


Para resolver como lo hizo, sostuvo sustancialmente que era menester determinar previamente, al derecho al cobro de la comisión pactada, cuál era el régimen legal en que debía examinarse la relación que vinculara a las partes.


Así explicó que se trataba de un contrato de agencia y por ende carente de regulación legal expresa, al que -en principio- debía buscarse su régimen en la voluntad de las partes, las que se expresaban a través de sus respectivas conductas, teniendo supletoriamente en cuenta: las normas que surgen de la costumbre, las que regulan otros contratos análogos, como era el caso del contrato de comisión en lo referente a la obligación del comisionista de actuar conforme a las órdenes e instrucciones del comitente, el cobro de la comisión y los deberes de información.


Y, antes de analizar las distintas operaciones a las que aludiera la actora, hizo especial referencia a que, si bien en autos se había tenido a la demandada por confesa en los términos del art. 415 del Código Procesal Civil y Comercial (v. fs. 1349 y ss.) lo cual creaba una situación desfavorable al absolvente, ésta podía ser destruida por los demás elementos obrantes en la causa, ya que el valor de la ficción no puede nunca ser mayor que la realidad.


Examinó, luego, distintos ítems tales como: a) el derecho al cobro de las comisiones por las operaciones supuestamente concertadas; b) si las ventas denunciadas en el escrito inicial fueron efectivamente realizadas; c) la indemnización reclamada por la supuesta ruptura intempestiva y el accionar culpable imputado a la empresa demandada; d) la falta de acreditación de los incumplimientos culposos atribuidos a la empresa demandada; e) ruptura intempestiva de la relación contractual: falta del debido preaviso; reintegro de gastos; f) intereses; g) extensión de la condena a "Ford Credit Argentina S.A.".


De ellos pudo concluir que fue el propio Servetto en su demanda quien había afirmado que su actividad era remunerada por comisión sobre pedido concretado y aceptado por la vendedora, fundando precisamente su reclamo en la falta de pago de las comisiones por operaciones concertadas y que la empresa accionada había asumido el compromiso de abonarle comisiones por ventas realizadas, las cuales quedaron establecidas en un 4% del precio de venta de cada operación (v. fs. 1863 vta./1864).


El a quo describe a través de distintos elementos de prueba la forma de comercialización y adquisición de los vehículos por parte de los usuarios, destacando que cada cotización emitida -tenía un plazo expreso de validez- estaba acotada al cumplimiento de la aceptación de los precios cotizados por parte del potencial comprador y éste tenía que demostrar que había obtenido una línea de crédito para abonar la compra o proceder a la apertura de la carta de crédito correspondiente. En caso de no cumplirse con alguna de esas dos condiciones, el negocio no tenía posibilidad de realizarse.


Concluye diciendo que "... del análisis integral de la prueba colectada, a la luz de la sana crítica, no surge fehacientemente acreditada la concreción de las operaciones de venta denunciadas por el Sr. Servetto en su demanda, por lo cual propongo se confirme lo decidido en la anterior Instancia..." (v. fs. 1867/1867 vta.).


Respecto a la procedencia y cuantía de la indemnización pretendida a título de lucro cesante, la ruptura intempestiva de la relación contractual y la falta de preaviso a los fines de su ponderación, tuvo en cuenta los diversos pedidos de cotizaciones e informes formulados por potenciales interesados chilenos -los que el accionante denuncia como "operaciones pendientes"- a las que consideró tan solo una pauta a tener en cuenta, no debiendo soslayarse el hecho que no se trataba de operaciones firmes sino de meras posibilidades; también indicó, que debían tenerse presente los escasos negocios que llegara a concertar la demandada a través de la actuación del señor Servetto, apuntando que desde el año 1987 hasta el año 1991 en el cual la relación habría cesado a raíz de haberse dejado de fabricar los modelos cuya comercialización realizara el actor, tan sólo se celebraron 8 exportaciones de rodados al vecino país. Consecuentemente estimó justo y razonable fijar la presente partida en la suma de $ 9000 teniendo en cuenta la naturaleza de la tarea desarrollada por el accionante.


Con respecto al reintegro de gastos consideró que el agente trabajaba en forma autónoma y a su riesgo, por tanto, en principio, no tenía derecho a reembolso, pero en autos había que considerar la indemnización por aquellos gastos en que incurrió el actor durante el período en el cual continuó con su gestión de comercialización en la República de Chile sin que la demandada le preavisara de que habría de discontinuar la fabricación de los rodados Volkswagen 1500, y ellos han de comprender los gastos devengados desde octubre de 1990 (es decir, durante los tres meses anteriores a la fecha en que finalizara la fabricación, diciembre de 1990) hasta la toma de conocimiento fehaciente del cese de producción operado el 23/IV/1991, y cuyo monto habrá de determinarse en oportunidad de practicarse la pertinente liquidación.


Por último resolvió que debían computarse intereses sobre el capital de condena en la forma que indica y desde la fecha en que se produjera la mora con la notificación del traslado de la demanda y hasta la de su efectivo pago. Concluyó que la reparación debía ser soportada por la totalidad de las empresas citadas, toda vez, que en la documentación contable presentada ante la Inspección General de Justicia no se evidencia cuál de las sociedades a las que se les dio traslado de la demanda asumió el crédito a favor de la actora.


2. Contra este pronunciamiento la actora interpone recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley denunciando absurdo, violación y errónea aplicación de los arts. 275 del Código de Comercio y 415 del Código Procesal Civil y Comercial y doctrina que cita.


En suma aduce que no se encontraba a cargo del actor la obtención de las cartas de crédito, como sostiene el fallo, sino que ello ya constituía parte de la ejecución de la compraventa. La operación quedaba concluida con el consentimiento. Como se probó -agrega- en la etapa procesal oportuna la parte demandada no remitió las correspondientes facturas proforma ni el resto de la documentación necesaria para la ejecución de las operaciones concertadas, siendo ella la única responsable por el fracaso de dichas operaciones.


Aduna a lo dicho que las partes son contestes en reconocer que la relación que las unía era un contrato de agencia, que no incluía la representación, lo que limitaba la tarea del agente a la promoción de las ventas, es decir, acercar a las partes.


Afirma que de los hechos probados surge que la actora desarrolló su tarea por más de cuatro años, en Chile, promocionando la venta de vehículos de la demandada y, aunque las operaciones no se hayan concretado, la retribución es debida, dado que la obligación de la accionante era la de acercar a las partes, finalizando la misma con la obtención de los pedidos de vehículos. Sostiene que la comisión se debe aun cuando las operaciones no pudieron concretarse por cuestiones atribuibles exclusivamente a la demandada.


Reitera que como la actora no tenía representación de la demandada, debe entenderse que el derecho a la remuneración nace con la concertación de la operación, es decir cuando se acepta la oferta de la demandada con la orden de pedido, momento en que termina la función del actor, desde que a partir de allí comienzan los actos ejecutorios de la operación sobre los cuales el actor es ajeno, el comprador y el vendedor entablaban a partir de allí una relación directa. Por tanto, si las operaciones se frustraban en su proceso de ejecución, ello no podía alterar, de ninguna manera, el derecho del actor al cobro de su remuneración, pues su tarea se encontraba cumplida exitosamente; más aún se le debe reconocer el cobro de su remuneración, si la operación no se ejecutó por causas imputables a la demandada.


Por último, solicita se computen los intereses desde de la mora de la demandada, la que considera es la de recepción de la primera de las misivas.


3. El recurso no puede prosperar.


En efecto, para resolver como lo hizo el a quo analizó minuciosamente toda la prueba rendida (v. fs.: 12/13, 14/16, 17/19, 20, 24/25, 30/31, 34/36, 57/59, 325, 326/338, 427 del exhorto diplomático; 70, 129, 376, 380/398, 433/436, 523 vta./525, 545/547, 553/556, 732/733, 744/745, 1289/1295, 1313, 1325/1326, 1524/1527, 1612, 1760, 1819/1820) a fin de determinar el régimen legal que había ligado a las partes y así establecer si efectivamente le asistía derecho al actor por el cobro de las distintas operaciones que afirmaba le adeudaba la demandada, así como también cada uno de los rubros reclamados.


Como quedara resumido ut supra entendió la alzada que debía hacerse lugar parcialmente a la demanda por daños y perjuicios con más los gastos a determinarse en la etapa de liquidación y, los intereses, en la forma que indica.


Al resolver como lo hizo, la Cámara no ha hecho más que pronunciarse sobre típicas cuestiones de hecho que, como tales, sólo pueden ser reexaminadas en esta instancia si se pone en evidencia que la conclusión arribada está viciada por el absurdo.


Tiene resuelto reiteradamente esta Corte que disentir con lo dispuesto por la Cámara, no es base idónea de agravios, ni configura absurdo que de lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, pues dicha anomalía queda configurada sólo cuando de ella media cabal demostración de su existencia. Es así que cuando se pretenden impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, no basta con presentar la propia versión sobre el mérito de las mismas, sino que es necesario realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciante y demostrar cabalmente que padecen de un error grave, trascendente y fundamental (conf. Ac. 73.936, sent. del 19-II-2002 en "La Ley Buenos Aires", 2002-1075; Ac. 81.897, sent. del 12-XI-2003).


Nada de esto ocurre en el presente caso, en donde el recurrente en su largo discurrir insiste con los mismos argumentos que fueron descalificados por la alzada, mostrando tan solo su punto de vista personal discrepante con el fallo y desentendiéndose de los argumentos del a quo que le dan sustento bastante (art. 279, C.P.C.C.).


En cuanto a la somera crítica tangencialmente incorporada al recurso relacionada con la fecha de entrada en mora por parte de la demandada (v. fs. 1881 vta., 2º y 3er. párrafos), la misma resulta insuficiente, por hallarse huérfana de toda cita de norma o doctrina legal presuntamente violada (art. 279, último párrafo, C.P.C.C.).


Por otra parte, sabido es que cuando se afirma que la sentencia viola determinadas disposiciones legales, el recurrente sólo anticipa una premisa asumiendo la carga de su demostración cabal y coetánea, mediante una crítica frontal razonada y seria de la totalidad de los fundamentos del fallo (conf. Ac. 33.092, sent. del 1-II-1985 en "Acuerdos y Sentencias", 1985-I-18; Ac. 40.823, sent. del 20-VI-1989 en "Acuerdos y Sentencias", 1989-II-437; Ac. 43.440, sent. del 26-II-1991; Ac. 45.512, sent. del 11-II-1992; Ac. 48.631, sent. del 31-VIII-1993; Ac. 52.361, sent. del 30-VIII-1994; Ac. 57.269, sent. del 21-II-1995; Ac. 55.138, sent. del 9-IV-1996; Ac. 58.969, sent. del 25-III-1997; Ac. 57.046, sent. del 17-XI-1998; Ac. 63.790, sent. del 27-IV-1999 en "D.J.B.A.", 156-325; Ac. 69.113, sent. del 21-XI-2001; Ac. 65.618, sent. del 13-III-2002) lo que no acontece en la especie.


Por último, y para destacar otro motivo de insuficiencia, no está demás recordar que el recurso de inaplicabilidad de ley debe bastarse a sí mismo, no pudiendo suplirse su fundamentación con la remisión a escritos anteriores ni a memorias posteriores (conf. Ac. 49.434, sent. del 5-V-1992; Ac. 55.452, sent. del 3-IX-1996; Ac. 57.187, sent. del 29-IV-1997; Ac. 73.131, sent. del 29-XI-2000; Ac. 80.079, sent. del 19-II-2002). En distintas partes de su pieza recursiva, el recurrente remite al recurso de apelación en donde afirma "... se detallan todos y cada uno de los hechos que fueron acreditados con la expresa indicación de cada medio probatorio y las fojas del expediente en donde se encontraban..." (v. fs. 1877 y 1882 vta.).


Lo dicho lo considero suficiente para no entrar en ninguna otra consideración y dar mi voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. Adhiero al voto de mi colega preopinante, con las siguientes consideraciones adicionales.


a. La Sala I de la Cámara de Apelación Civil y Comercial de San Isidro revocó parcialmente el pronunciamiento de primera instancia que rechazó la demanda que, por cobro de pesos y daños y perjuicios, impetrara el señor Omar Servetto contra Autolatina Argentina S.A., Ford Argentina S.A., Volkswagen Argentina S.A. y Ford Credit Argentina S.A. y, en consecuencia, condenó a estas últimas a abonar al actor la suma que indica, con más los gastos a determinarse en la etapa de liquidación e intereses (v. fs. 1860/1873).


b. Contra este pronunciamiento el accionante interpone el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley de fs. 1876/1883, mediante el que denuncia la existencia de absurdo y la violación de los arts. 275 del Código de Comercio y 415 del Código Procesal Civil y Comercial y doctrina legal que individualiza.


2. El recurso no puede prosperar.


a. Liminarmente, cabe consignar que como acertadamente señala el doctor Hitters en su voto, el recurso extraordinario debe ser autosuficiente y bastarse a sí mismo (cf. Ac. 80.079, sent. de 19-II-2002; Ac. 94.401, res. de 26-X-2005). Siendo ello así, resultan improcedentes las remisiones que efectúa el recurrente a su escrito de expresión de agravios ante la Cámara (v. fs. 1877 y 1882 vta.), debiendo por ende circunscribirse el examen de su recurso a los cuestionamientos y fundamentos concretos contenidos en la presentación de fs. 1876/1883.


b. Efectuado el señalamiento anterior, corresponde abordar las quejas articuladas ante esta instancia extraordinaria.


i] A los fines de descartar la pretensión del actor de cobrar las comisiones sobre el monto de las operaciones supuestamente concertadas en el marco del contrato de agencia comercial celebrado entre las partes, el tribunal de grado sostuvo que si bien "el agente se halla habilitado para exigir el pago de un precio que suele denominarse 'comisión' o 'retribución'" por las gestiones cumplidas, "... ello, no habilita a que se apliquen, en forma directa, las reglas del contrato de comisión" (v. fs. 1864).


En este sentido, puntualizó que no podía "soslayarse el hecho de que, por lo general, el derecho a la comisión surge 'con la aceptación por parte del comitente del negocio propuesto por el agente mediador'. Es allí cuando se produce el cumplimiento que obliga al pago de la comisión ... no bastando pues las meras tareas de acercamiento que pudiere realizar el agente en la medida que no se logre la concertación de la operación buscada". Agregó a ello, que "más allá que son dichas reglas establecidas por las costumbres las que ... han de aplicarse en la hipótesis ante la ausencia de regulación específica en la materia, sella la suerte del presente agravio el hecho de que el propio Servetto en su demanda afirme que 'su actividad era remunerada por comisión sobre pedido concretado y aceptado por la vendedora' (ver fs. 2/vta.), fundando precisamente su reclamo en la 'falta de pago de las comisiones por las operaciones concertadas' (ver fs. 3). Esta afirmación es reiterada a fs. 385/vta. donde dice que la empresa accionada 'asumió el compromiso de abonarle comisiones por ventas realizadas, las cuales quedaron establecidas en un 4% del precio de venta de cada operación'" (v. fs. 1864).


Sobre tal base, concluyó que "el derecho al cobro de comisión por parte del Sr. Servetto nacía con la concreción de las operaciones de compra-venta encomendadas por su principal" (v. fs. 1864).


ii] Frente a ello, el accionante insiste en que su derecho a percibir una comisión se devengaba por la mera promoción y acercamiento de las partes, aun cuando las operaciones no llegaran a concretarse (v. fs. 1878 y vta.). Sin embargo, en el punto III.C. de fs. 1878 vta., expresa su coincidencia con lo señalado por la Cámara acerca de la necesidad de que, a tales efectos, medie una aceptación por parte del comitente del negocio propuesto por el agente mediador, lo que evidencia que a los fines de que surgiera el derecho a comisión no resultaba suficiente la "mera promoción y acercamiento de las partes".


Seguidamente, arguye que toda vez que carecía de facultades para representar a la emplazada, debe interpretarse que su derecho al cobro surgía al producirse la aceptación de "la oferta de la demandada con la orden de pedido, momento en que termina[ba] la función del [agente], dado que a partir de allí comenza[ban] los actos ejecutorios de la operación sobre los cuales el actor e[ra] ajeno, dado que el comprador y vendedor entablaban ya una relación directa entre los mismos" (v. fs. 1879).


c. Ahora bien, es doctrina de esta Corte, aplicable en la especie, que la determinación de las cuestiones fácticas de la litis y valoración de la prueba, constituyen facultades privativas de los jueces de grado, las que no pueden ser abordadas en la instancia extraordinaria, salvo que a su respecto se invoque y demuestre que el tribunal ha incurrido en absurdo (Ac. 82.843, sent. de 30-III-2005; Ac. 81.771, sent. de 19-V-2004), vicio que no ha sido acreditado por el impugnante (doctr. art. 279 del C.P.C.C.).


i] En el sub lite, el tribunal de grado, para arribar a la solución del caso, examinó con detalle los elementos de convicción incorporados al proceso.


Así, procedió a analizar separadamente cada uno de los ítems reclamados por el señor Servetto, abordando en primer término las cuestiones atinentes al pedido en firme de automóviles que habría sido efectuado por la Confederación Nacional de Sindicatos de Trabajadores Independientes Taxistas de Chile -FENATACH-. Tras efectuar un detenido estudio de los documentos 33, 34 y 35, conjuntamente con los restantes elementos de convicción aportados a la causa, concluyó que tales negocios "no fueron perfeccionados". Ello por cuanto, a su juicio, de la citada documentación se desprendía que las eventuales compras se hallaban sujetas a la condición impuesta, en forma reiterada e invariable por la demandada, de que "el potencial adquirente contara previamente con el aval de una carta de crédito en dólares, irrevocable en forma operativa por parte de una entidad bancaria de plaza de primera clase y que cuente con la satisfacción del Banco Central de la República Argentina".


En sustento de su decisión, señaló que los términos vertidos en los documentos 33, 34 y 35 emanados de FENATACH no denotaban una aceptación de la oferta, sin una "oferta" que a su vez debía contar con la aceptación por parte de la emplazada a los fines del perfeccionamiento del contrato (v. fs. 1865). En adición, remarcó que tal interpretación resultaba conteste con el contenido del documento 10 -mediante el cual FENATACH solicitó información sobre la cotización, especificaciones y condiciones de crédito- y del documento 20 emitido por Autolatina Argentina S.A., por medio del cual la empresa contestó el citado pedido, haciendo saber a los interesados que la contratación debía operar a través de una carta de crédito irrevocable confirmada por el 100% de la exportación. El tribunal de la instancia, asimismo, ponderó las notas enviadas por el sindicato en las que se informó sobre las dificultades para cumplir con las cartas de crédito, solicitando una espera para "una respuesta definitiva" -v. doc. 31- y la nota cursada por el Sindicato de Taxistas de la Cisterna y Sindicato de Taxis-Met Lo Ovalle al señor Servetto que evidenciaba el conocimiento de los primeros que "para un feliz término de esta operación necesariamente hacía falta el aval de un Banco nacional que garantice la cancelación del crédito", sugiriendo la intervención del Banco Nación para así, "poder iniciar y concretizar un negocio" -v. doc. 28-.


En síntesis, luego de un exhaustivo análisis del contenido de los mentados documentos, la Cámara entendió que "no resulta[ba] viable sostener que las operaciones de compraventa ha[bían] sido definitivamente concertadas", siendo que "los pedidos en firme que fueran enviados por el Sindicato de Trabajadores Independientes, individualizados como documentos nº 33/35 [debían] ser valorados bajo el contexto antes reseñado del cual resulta[ba] indudable que todas las posibles operaciones quedarían sujetas a la previa apertura de las cartas de crédito correspondientes (ver fs. 14/16 ... del exhorto)" (v. fs. 1866).


ii] Los agravios que sobre tal parcela del fallo esgrime el actor no son de recibo.


Afirma el recurrente que de los citados documentos no surge que la apertura de la carta de crédito fuera una "condición" suspensiva de la operación, aseverando, por el contrario, que aquéllos ponían fin a su gestión de venta, en tanto por su intermedio se comunicaba "el resultado de la gestión ... realizada en nuestro país por el Sr. Omar Servetto", al mismo tiempo que se agradecía se hiciera saber su aceptación, a la mayor brevedad posible, a efectos de gestionar la obtención de los avales correspondientes y aperturas de las cartas en cuestión (v. fs. 1879 vta.).


Impugna, por otra parte, la alusión del fallo al documento 10 -por resultar éste anterior a los nros. 33, 34 y 35- como así también que el tribunal "luego de sostener que [era] necesaria una contestación a los documentos 33, 34 y 35, omit[iera] analizar los ... documentos 38 a 43, remitidos directamente por la demanda a los clientes chilenos, obtenidos como fruto de la gestión del actor" y soslayara que "el testigo Sharpin reconoció dichos documentos, 38 a 43, manifestando que eran la contestación de la demandada a los documentos 33, 34 y 35" (v. fs. 1879 vta.). Añade a lo expuesto, que la obtención del aval o carta de crédito era un "tema meramente ejecutivo" -y por consiguiente, ajeno a su intervención- los que nunca podrían haber sido obtenidos sin que la demandada remitiese la factura proforma correspondiente (v. fs. 1879 vta.).


iii] Tales argumentos no alcanzan a fin de descalificar el pronunciamiento del a quo.

De un lado, basta una detenida lectura del fallo en crisis para advertir que la mención a la documentación individualizada con el nº 10 lo fue -como la propia Cámara explícita a fs. 1865 vta.- a efectos de desentrañar la forma en que se llevaba a cabo la comercialización de los bienes fabricados por la demandada.


Del otro, el recurrente no se hace debido cargo del razonamiento que guió a la Cámara a los fines de rechazar su pretensión de cobro, limitando su labor impugnativa a manifestar una mera discrepancia parcial y subjetiva con lo expresado por el tribunal, que lejos está de demostrar el absurdo valorativo denunciado.


En este sentido, se observa que la pieza recursiva no sólo omite rebatir la totalidad de los elementos ponderados a fin de describir el modo en que se desenvolvía la comercialización de los vehículos, y que permitiera a la alzada concluir que su derecho estaba supeditado a la condición de la previa obtención de una carta de crédito o aval bancario -v. en este sentido el análisis de los documentos 20, 28 y 31- sino que deja sin réplica alguna un argumento esencial del fallo. En efecto, nada expresa el impugnante respecto del señalamiento formulado por la Cámara, quien tras examinar los documentos 39 y 85, declaraciones de fs. 325, 346, 336/338 y 433/436 e informe de fs. 376 del exhorto diplomático y los testimonios de fs. 1293 y 1524/1527 de autos, consideró que las operaciones definitivas no eran concertadas por FENATACH -entidad que, conforme los dichos de sus propios dirigentes, actuaba como mera intermediaria ante las entidades financieras industriales para acordar convenios y créditos para sus afiliados- sino que eran celebrados en forma individual por cada uno de sus asociados interesados en la adquisición de un vehículo.


Nótese, asimismo, que los documentos individualizados bajo los nros. 39 a 43 -invocados en su queja- ratifican tal afirmación. En ellos se indica que la empresa demandada "esta[ba] en conocimiento que las operaciones ser[í]an cursadas individualmente" y se explicita que en razón de la necesidad de contar con las cartas de crédito irrevocables y confirmadas, se "amplia[ba] el plazo de validez de [la] oferta hasta el 31 de enero de 1990, fecha en que deber[ían] estar la totalidad de las cartas de crédito [en] poder" de la emplazada, quedando "a la espera de su acuse de recibo y conformidad a estos términos" (v. fs. 17/19, 87/89, 94/96, 110/112, 116/118 y 183/185 del exhorto diplomático).


Para más, resulta categórica la contestación del Sindicato de Taxistas Independientes glosado a fs. 376 del referido exhorto, que informa que el presidente de la entidad mantuvo conversaciones con Autolatina S.A. y, personalmente, con el señor Servetto acerca de "una posible importación de autos para taxis y para nuestros asociados, lo que consta con su firma en los documentos nº 33, 34 y 35 fechados en diciembre 89 y documento 38 de Autolatina al Sindicato, informándose características y condiciones para operar con estos vehículos". Dicho oficio también da cuenta de que tales tratativas "qued[aron] en conversaciones y notas cambiadas con Autolatina S.A. ya que la operación en sí no prosperó y ninguno de nuestros asociados operó en dicha importación" (v. fs. 1866 y vta.), circunstancia especialmente referida en la sentencia que no fue siquiera mencionada por el recurrente. En consecuencia, este argumento central en el discurrir del fallo en crisis, queda enhiesto ante la falta de suficiente impugnación por parte del actor (art. 279 del C.P.C.C., su doc.).


iv] En lo que atañe a las supuestas operaciones concertadas con el Sindicato de Taxis de Viña del Mar, no obstante admitir el recurrente que el documento 32 constituye una oferta realizada por la demandada a dicha entidad -tal como se interpreta en el pronunciamiento atacado- entiende igualmente que del recorte periodístico identificado como documento 54 -que refiere la entrega de 7 unidades de las 500 unidades que se dicen convenidas- y de los dichos del señor Donoso, se desprende que el sindicato en cuestión requirió las facturas proforma para poder continuar con las operaciones concertadas, cuya faltante impidió continuar con las operaciones acordadas (v. punto III.D.4) de fs. 1880).


Los agravios ensayados en tales términos tampoco logran patentizar el grave desvío valorativo del tribunal. Vale resaltar al respecto que la alzada luego de determinar que la misiva 32 "tan sólo documenta una oferta de contratación"¸ consideró de aplicación al caso las consideraciones vertidas en torno a la condición a la cual estaba sometida toda eventual compra de automotores de la demandada ‑v. consid. 6º, puntos b.3 y b.4), parcela de la decisión que -huelga reiterar- ha quedado incólume por las razones ya expuestas (v. infra, punto 2, ap. c).


Aduna tal conclusión, la falta de embate a las apreciaciones de la Cámara en torno al informe del Sindicato de Taxistas Independientes de Viña del Mar que, a criterio del a quo, corrobora que la "adquisición final de los vehículos era realizada por los asociados una vez obtenida las cartas de crédito correspondiente" (sic) (v. fs. 1868). Más aún, del cotejo de los documentos 56, 61 y 65, citados por el actor en apoyo de sus agravios, no se desprende la concertación definitiva de tales operaciones -amén de las 7 adquisiciones a las que se refiere el fallo de la alzada- siendo que, por su intermedio, se comunica una nómina de eventuales interesados "en adquirir VW 1500", hallándose pendiente el arreglo "de algunos detalles" y estimándose que la próxima semana estarían en condiciones de abrir una carta de crédito (v. fs. 165/167 del exhorto diplomático).


Por lo demás, la genérica mención que se efectúa en la misiva de fs. 166 -documento 65- acerca de la falta de facturas proforma indispensables para encarar los trámites ante el Banco del Desarrollo, no resulta por sí sola suficiente para imputar la frustración de los contratos a un obrar culposo de la demandada.


v] Igual suerte adversa ha de correr la crítica enderezada a rebatir lo decidido en torno a las operaciones que el señor Servetto estima acreditadas mediante documento 66, resultando harto insuficientes los agravios que sobre tal tramo se vierten en el punto III.D.5 de fs. 1680 y vta.


vi] En lo que respecta a las operaciones supuestamente plasmadas en el documento 69, cabe señalar que aquél da cuenta del interés de Inversiones Los Quillayes S.A. en la compra de automotores. Y si bien es cierto que en dicho instrumento se refiere la confirmación de un crédito al efecto, no lo es menos que también se indica que aún estaba en trámite la apertura de la carta de crédito correspondiente, conforme detalles que serían informados en una próxima comunicación (v. fs. 245 del exhorto diplomático).


vii] Tampoco revelan absurdidad los agravios planteados en relación con la valoración de la confesión ficta de la demandada. El tribunal de grado no soslayó tal circunstancia sino que, por el contrario, apuntó que "si bien se ha tenido a la demandada por confesa en los términos del art. 415 del C.P.C.C. ... lo cual crea una situación desfavorable al absolvente, ésta puede ser destruida por los demás elementos obrantes en la causa, ya que el valor de la ficción no puede nunca ser mayor a la realidad" (v. fs. 1864 vta.). Seguidamente, procedió a efectuar un exhaustivo análisis de cada uno de los ítems reclamados por el señor Servetto en su escrito inicial, y de las pruebas incorporadas al proceso, sin que el impugnante formule un embate que demuestre el absurdo en sus apreciaciones.


d. Desde otro ángulo, en relación a la frustración de las operaciones por causas exclusivamente atribuibles a la fabricante, la Cámara de Apelación entendió -en coincidencia con lo decidido por el juez de primera instancia- que la denunciada falta de entrega de la documentación necesaria para las aperturas de las cartas de crédito (facturas proforma), además de los supuestos retrasos en enviar la restante documentación y en el cumplimiento de la entrega de los vehículos en las fechas convenidas, constituían "afirmaciones [que] no pasa[ban] de ser vagas imputaciones que no enc[ontraban] un adecuado sustento probatorio", enfatizando que "incluso el recurrente no logr[ó] precisar con claridad cada uno de tales incumplimientos". En este orden de ideas, dijo que "no basta[ban] al efecto pretendido las circunstancias apuntadas en el documento obrante a fs. 382/387 del exhorto diplomático, puesto que el mismo alude a la compraventa concretada por siete usuarios asociados al Sindicato de Taxistas Independientes de Viña del Mar, y que pese a la tardanza allí indicada fuera finalmente cumplimentada tal como surge de la prueba obrante a fs. 380" (v. fs. 1869 vta.).


Frente a ello, carece de sustento la queja que reiterando parcialmente los planteos llevados ante la Cámara en oportunidad de expresar agravios, omite hacerse cargo de la línea argumental seguida por el a quo para fundar su decisión (v. fs. 1881). Por lo demás, en lo atinente a la falta de concertación de operaciones a raíz de la interrupción de la producción del modelo VW 1500 mentada en el documento 73, vale destacar que tal circunstancia fue efectivamente ponderada por el tribunal a fin de acoger la indemnización por ruptura intempestiva del contrato (v. considerando 7 aps. 1 y 2 de fs. 1869/1871).


e. Despejadas tales cuestiones, resta por analizar los agravios referidos a la cuantía del resarcimiento otorgado con motivo de la ruptura intempestiva de la relación contractual (v. fs. 1882 vta.).


Como sostiene reiteradamente esta Corte, la determinación del monto de los daños y perjuicios es facultad privativa de los jueces de grado, inabordable en principio en sede extraordinaria, salvo el supuesto excepcional del absurdo (conf. Ac. 33.555, sent. del 11-VI-1985; Ac. 43.737, sent. del 25-II-1992, "Acuerdos y Sentencias", 1992-I-116), y semejante vicio no ha sido demostrado por la impugnante (doct. art. 279 del C.P.C.C.). En el presente caso, al justipreciar la indemnización cuestionada, la Cámara explicitó los antecedentes y razones ponderados a tales efectos (v. fs. 1870 vta./1872), no evidenciando la queja bajo estudio el grave desvío valorativo que imputa al tribunal.


f. Este Tribunal reiteradamente ha dicho que discrepar con las decisiones de la sentencia no es base idónea de agravios ni configura absurdo que dé lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, puesto que dicha anomalía queda configurada cuando media cabal demostración de su existencia, pues sólo el error palmario y fundamental autoriza la apertura de la casación para el examen de cuestiones de hecho y prueba (conf. Ac. 71.478, sent. de 16-II-2000; Ac. 71.709, sent. de 29-II-2000) y -tal como ha quedado expuesto- el recurrente no ha logrado demostrar el vicio lógico denunciado (conf. art. 279 del C.P.C.C.). En síntesis, la parte actora opone a lo resuelto por el a quo sobre típicas cuestiones de hecho y prueba su mera disconformidad, camino que como es sabido es ineficaz para demostrar el absurdo alegado y acceder de tal modo a la instancia extraordinaria (art. 279, C.P.C.C.).


3. Asimismo, por las razones expuestas por el doctor Hitters, ha de ser igualmente rechazada la queja referida a la fecha de constitución en mora fijada por el tribunal de grado (v. fs. 1881 vta.) (art. 279, último párrafo del Código procesal).


4. No acreditadas entonces las violaciones legales denunciadas (art. 279, C.P.C.C.), ni el alegado absurdo, reitero mi adhesión al voto de mi distinguido colega doctor Hitters, y doy el mío por la negativa. Con costas al vencido (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.).


El señor Juez doctor Roncoroni, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó también por la negativa.


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó también por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (arts. 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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